
1. EL PAPEL DE LOS PSA EN LA AGRICULTURA Y EL DESARROLLO RURAL
SOSTENIBLES (ADRS)

El sector agrícola en los países en desarrollo necesita crecer para
lograr el desafío de alimentar a una población mundial en aumento
y reducir la inseguridad alimentaria (Bruinsma, 2009). Dada la cre-
ciente escasez de recursos naturales y la concienciación cada vez
mayor con respecto al costo de la degradación ambiental, la elabo-
ración y aplicación de estrategias para un crecimiento agrícola soste-
nible es esencial. Las experiencias de crecimiento e intensificación
agrícola durante las últimas décadas indican el papel clave de las
políticas y las instituciones en facilitar la transformación y el creci-
miento de los sistemas de producción agrícola. Hasta hace poco las
políticas nacionales y las instituciones de los países en desarrollo no
solían considerar la importancia de los recursos naturales y ambien-
tales dentro y fuera de los sistemas de producción agrícola (FAO,
2007a; TEEB, 2010). Por consiguiente, el crecimiento y desarrollo
agrícola ha venido acompañado de una amplia y costosa disminu-
ción de los recursos naturales y degradación ambiental (Tillman et
al., 2002; MEA, 2005). Recientemente, se ha renovado el interés en
fomentar el desarrollo agrícola sostenible unido a una búsqueda de
políticas e innovaciones institucionales que lo favorezcan. Los pagos
por servicios ambientales (PSA) son un instrumento normativo rela-

55
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011

(*) Dirección de Economía del Desarrollo Agrícola. Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y
la Alimentación.

Pagos por servicios ambientales:
¿qué papel ocupan en el desarrollo 

agrícola sostenible? 
LESLIE LIPPER (*)

BERNARDETE NEVES (*)

- Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011 (55-86).
Recibido noviembre 2010. Revisión final aceptada enero 2011



tivamente nuevo y diseñado para incentivar la provisión de externa-
lidades (1) positivas para el medio ambiente. Este artículo pretende
evaluar la experiencia y el potencial de los programas de PSA en
apoyo del desarrollo agrícola sostenible. 
La FAO estima que el número de personas que padecen hambre cró-
nica en el mundo ha alcanzado un total de 925 millones (FAO,
2009a). Alrededor del 75 por ciento de las personas más afectadas
reside en las zonas rurales de países en desarrollo y su subsistencia
económica y alimentaria depende de la agricultura (FAO, 2009b). Se
calcula que la población mundial alcanzará los nueve mil millones en
2050. Las previsiones indican que la producción agrícola tiene que
aumentar un 70 por ciento en todo el mundo con respecto a los nive-
les del año 2000 y un 100 por cien en los países en desarrollo para
satisfacer la demanda mundial de alimentos (Fischer et al., 2002;
Bruinsma, 2009). Aumentar la productividad y los beneficios de los
pequeños agricultores son las claves fundamentales para reducir la
inseguridad alimentaria y la pobreza en las economías basadas en la
agricultura (Banco Mundial, 2008; de Janvry y Sadoulet, 2010). 
En las últimas décadas se han cosechado considerables éxitos en
muchos países en desarrollo debido en parte a la amplia adopción
de tecnologías de la «revolución verde» como las variedades mejora-
das de cultivos, fertilizantes y pesticidas. Sin embargo, estos avances
han conllevado una grave degradación ambiental. La Evaluación
Ecosistémica del Milenio (2005) documentó que alrededor del
60 por ciento de los ecosistemas estudiados se estaban degradando o
siendo utilizados de forma no sostenible, aumentando así la presión
ejercida sobre los recursos de la tierra debido al crecimiento conti-
nuo de la población humana y al cambio climático. La degradación
ambiental provocada por el desarrollo agrícola tiene costos tanto pri-
vados como públicos. Ejemplos de los primeros son las reducciones
de la productividad agrícola y de la eficiencia de los insumos (Ali y
Byerlee, 2000), mientras que la contaminación hídrica y las emisio-
nes de gases invernadero son ejemplos de los segundos (FAO, 2007b;
Molden, 2007; FAO, 2009c).
La combinación del fuerte incremento del precio de los alimentos
en 2008 y la creciente preocupación por los efectos del cambio cli-
mático han despertado un renovado interés en el fomento del desa-
rrollo agrícola sostenible, es decir, en el crecimiento agrícola ecoló-
gicamente racional, económicamente factible y socialmente justo
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(1) Por externalidades se entienden los efectos causados a terceras partes derivados de la producción y/o consu-
mo de bienes o servicios para los cuales no existe una compensación apropiada.



que pretende producir alimentos y/o generar los ingresos necesarios
para alcanzar la seguridad alimentaria (FAO, 2002a; FAO, 2009a).La
consecución de este objetivo conlleva invertir en un entorno institu-
cional favorable y en la provisión de incentivos a los agricultores para
que cambien sus prácticas de producción. A pesar de que no existe
un consenso sobre una definición específica de desarrollo e intensi-
ficación agrícolas sostenibles, ésta seguramente incluiría el aumento
de las externalidades ambientales positivas y la reducción de las
negativas relacionadas con los sistemas de producción (FAO, 2007a;
Tillman, 2002).
Existen varios ejemplos de sistemas, prácticas y tecnologías aplicadas
en la actualidad que generan beneficios para la producción agrícola
y los bienes ambientales públicos (2) (FAO, 2007a). Las prácticas
agrícolas y ganaderas que maximizan las sinergias con las funciones
de los ecosistemas, como aquellas que rigen los ciclos del agua y de
los nutrientes, la fijación del nitrógeno y el control natural de las pla-
gas, tienen la capacidad de mejorar la calidad del suelo, realizar un
uso más eficiente del agua disponible, aumentar la resistencia al cam-
bio climático y mejorar los ingresos y la producción alimentaria, a la
vez que fomentan y protegen los servicios medioambientales (Royal
Society of London, 2009; Godfray et al., 2010; FAO, 2007b; Molden,
2007; Pretty et al., 2006; PASOLAC, 1999; WOCAT, 2007; FAO,
2009c). La gestión sostenible de la tierra es una categoría amplia que
incluye prácticas de este tipo. Estas prácticas (3) tienen por objetivo
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(2) Se ha demostrado que las prácticas que reducen las perturbaciones del suelo y mantienen su cobertura aumen-
tan los rendimientos (Altieri, 2001; Kaumbutho et al., 2007) además de la retención de carbono en el suelo (Follet
et al., 2001; IPCC, 2007).Además, tales prácticas pueden también reducir la evaporación de agua y aumentar la
infiltración del agua de la lluvia, a la vez que reducen la erosión del suelo y la sedimentación en los cursos de agua
hidrográficos (Hunink et al., 2010). La gestión sostenible de la tierra puede mejorar la biodiversidad y reducir la
contaminación hídrica y atmosférica mediante la reducción del uso de insumos sintéticos y la adopción de métodos
naturales para la gestión de plagas (e.g. variedades resistentes a las plagas, rotación de cultivos) y de sistemas inte-
grados de nutrientes de las plantas como el reciclaje de residuos animales y vegetales y el uso de leguminosas para
fijar el nitrógeno (Edwards, 2000; Hine and Pretty, 2008; Parrot and Marsden, 2002; Scialabba and Hattam,
2002). El restablecimiento y rotación de los pastos puede mejorar la productividad, y si ambas medidas se aplican
en conjunto con la gestión de la densidad de pastoreo, también se pueden reducir las emisiones de metano y nitróge-
no al reducir también el número de animales (FAO, 2006). Al mismo tiempo, las mejoras en la producción de pas-
tos puede traducirse en un aumento de la fijación de carbono en los suelos y la biomasa, y prevenir otras emisiones
al evitar la degradación de los pastos (VCS, 2008a).

(3) La FAO (2002b) considera los siguientes cuatro grupos principales de tecnologías de agricultura sostenible:
a) Agricultura sin labranza/de conservación: reducción de la perturbación del suelo, mantenimiento de la cober-

tura permanente del suelo, rotación de cultivos;
b) Gestión integrada de plagas: variedades resistentes a las plagas, insecticidas biológicos y un mejor uso de los

fertilizantes y el riego, toxicidad mínima y aplicación cuidadosa de pesticidas químicos;
c) Sistemas integrados de nutrientes de las plantas: reciclaje de residuos vegetales y animales y uso de legumino-

sas para fijar el nitrógeno; mejor uso de nutrientes externos;
d) Agricultura orgánica: técnicas para mejorar la biodiversidad y rehabilitar el equilibrio ecológico natural

mediante la intercalación y rotación de cultivos, la conservación del suelo y el agua y un uso mínimo de insumos
externos.



reducir las perturbaciones del suelo y mantener su cobertura per-
manente, aumentar la retención hídrica y minimizar el uso de insu-
mos sintéticos mediante la gestión integrada de las plagas y de los sis-
temas de nutrición de las plantas (FAO, 2002b). Además, en última
instancia pretenden mantener la productividad a largo plazo de las
funciones ecosistémicas (tierra, agua, biodiversidad) y aumentar la
productividad (calidad, cantidad y diversidad) de los bienes agríco-
las y los servicios ambientales (TerrAfrica, 2006, citado en FAO,
2008a). Aparte de los cambios dentro de los sistemas de producción
agrícolas, los cambios en las practicas de uso de las tierras como la
reducción de la expansión de las tierras de cultivo y/o la conversión
de las tierras de cultivo en otros usos no agrícolas constituye otro
grupo de actividades que se podrían incluir en las estrategias gene-
rales para el desarrollo agrícola sostenible.
La cuestión es pues: ¿en qué medida han contribuido y podrán con-
tribuyir los PSA a la adopción de cualquiera de estas prácticas soste-
nibles de gestión agrícola? El Banco Mundial considera en su Infor-
me sobre el desarrollo agrícola mundial que la aparición de progra-
mas de PSA constituye un enfoque prometedor que debería ser
secundado por los gobiernos, tanto locales como nacionales, y por la
comunidad internacional (Banco Mundial, 2008: 199). El grupo de
asesoramiento científico y técnico del Fondo para el Medio Ambien-
te Mundial (FMAM; Global Environment Facility en inglés) que se
ocupa de los PSA ha afirmado que «como único organismo compro-
metido de forma multilateral con el suministro continuo de benefi-
cios ambientales mundiales, el FMAM debería considerar la finan-
ciación a largo plazo de los PSA» (GEF, 2009: 1). Las carteras de acti-
vidades del FMAM y del Banco Mundial cuentan cada vez más con
los PSA para proyectos generales de conservación y desarrollo rural,
como componentes que aportan una fuente de financiación sosteni-
ble (Wunder et al., 2008). El informe del estado mundial de la agri-
cultura y la alimentación de 2007 de la FAO se concentró en la eva-
luación de la experiencia y el potencial de los programas de PSA en
apoyo del desarrollo sostenible de la agricultura y la reducción de la
pobreza. El informe infería que la demanda de servicios ambientales
procedentes de terrenos agrícolas aumentará y que los PSA podrían
constituir un importante medio para estimular su suministro. Sin
embargo, la efectividad de tales programas depende de políticas e
instituciones favorables a nivel local e internacional, las cuales aún
no existen en la mayoría de los casos (FAO, 2007a).
Acuerdos ambientales multilaterales como el Convenio sobre la
Diversidad Biológica (CDB), la Convención de las Naciones Unidas
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de Lucha contra la Desertificación (CNULD), la Convención Marco
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) están
estudiando la aplicación de PSA y otros mecanismos basados en
incentivos como instrumentos innovadores de financiación para la
conservación de la biodiversidad (CDB, 2010) y la gestión sostenible
de la tierra (CNULD, 2005). Las opciones de pago para evitar la con-
versión de bosques en terrenos agrícolas se están debatiendo en la
CMNUCC dentro del marco del programa de reducción de emisio-
nes por deforestación y degradación (REDD) en los países en desa-
rrollo. Desde 2005, la Convención de las Naciones Unidas de Lucha
contra la Desertificación (CNULD) ha apoyado la integración de los
mecanismos de los PSA en los Planes de acción nacional de sus Paí-
ses Miembros como instrumento para la movilización de recursos y
continúa defendiendo la consideración de tales fuentes y mecanis-
mos innovadores de financiación en su Estrategia para 10 años
(2010-2018) (CNULD MM, 2008). 
La OCDE (2010) constata la proliferación de programas de PSA en
países desarrollados y en desarrollo con la consiguiente movilización
de cantidades cada vez más sustanciosas para la financiación y apoyo
del diálogo internacional sobre los instrumentos eficientes para mejo-
rar los servicios ecosistémicos. Los gobiernos, sobre todo en los países
en desarrollo, se interesan en los PSA por su potencial de recaudar
financiación suplementaria a largo plazo del sector privado como
apoyo a sus programas mejorados para la ordenación de recursos
naturales, empleando el incentivo de «el usuario paga» y de «la dis-
tribución de los beneficios». En Brasil, el Congreso está considerando
una normativa nacional y un programa federal de PSA (Câmara dos
Deputados do Brazil, 2010), y en el Estado de São Paulo se ha apro-
bado una ley que permite su aplicación a nivel estatal (Governo do
Estado de São Paulo, 2010). Esta ley permitirá la realización de pagos
a los agricultores que participen en sistemas de cultivo sostenibles,
incluyendo los silvopastoriles, agroforestales y la conservación fores-
tal, las cuales se conocen como «acciones apropiadas de mitigación a
nivel nacional» (Nationally Appropriate Mitigation Measures,
NAMAS, en inglés) en la presentación de Brasil a la CMNUCC
(2009). 
A pesar del amplio interés existente por los PSA y después de más de
una década de experimentación con los mismos, aún no está claro si
son un instrumento con el potencial de proporcionar combinacio-
nes rentables de beneficios ambientales y de desarrollo (Pagiola et
al., 2005; FAO 2007a; Engel et al., 2008). FAO (2007a) concluye que
los PSA pueden contribuir a la agricultura y desarrollo rural sosteni-
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bles solo como un elemento integrado en una serie de instrumentos
potenciales, y además requieren un entorno normativo e institucio-
nal favorable. Se necesitan marcos analíticos y mejores pruebas
empíricas para determinar cuándo y dónde los instrumentos de los
PSA tienen más probabilidades de conseguir sus objetivos ambienta-
les y/o sociales (FMAM, 2009; Pattanayak et al., 2010). En el presen-
te artículo nos centramos en el análisis de las experiencias con PSA
y en su potencial para cambiar los sistemas de producción agrícola
en lugar de cambiar el uso de la tierra. Sobre la experiencia de los
PSA en este contexto se han realizado menos estudios y el análisis
resultante presenta importantes diferencias con los estudios del
cambio de uso de la tierra. 

2. LOS PSA EN EL SECTOR AGRÍCOLA: DE LA TEORÍA A LA PRÁCTICA

Los Pagos por Servicios Ambientales configuran un sistema median-
te el cual los beneficiarios de los servicios ambientales contraen
acuerdos de forma voluntaria con los gestores de las tierra en favor
de la adopción de prácticas diseñadas para aumentar la provisión de
externalidades positivas para el medio ambiente a partir de una base
de referencia o en el contexto habitual. Los acuerdos de los PSA
hasta ahora se han centrado en cuatro grupos principales de servi-
cios ecosistémicos de regulación y culturales. Los PSA encaminados
a mitigar el cambio climático apoyan las actividades que fijan el car-
bono y reducen o evitan las emisiones de gases de efecto invernade-
ro (GEI) responsables del cambio climático (4). Una de las princi-
pales fuentes de demanda de estos servicios son los mercados de
compensación por la reducción de las emisiones de carbono dentro
de sistemas de intercambio. Aunque muchas actividades agrícolas de
mitigación no se prestan al comercio de contrapartida en mercados
mundiales regulados como el mecanismo de desarrollo limpio
(MDL), existen ejemplos de actividades piloto en intercambios
voluntarios a nivel regional como la Bolsa del Clima de Chicago, el
Alberta Offset System (sistema de contrapartida de Alberta, Canadá)
y el mercado voluntario del carbono. Los acuerdos de PSA en la ges-
tión de cuencas hidrográficas suelen tener el objetivo de proteger la
calidad del agua mediante la reducción de las sustancias contami-
nantes y los sedimentos que entran en las corrientes hídricas o mejo-
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(4) Entre las actividades con derecho a recibir compensaciones, a parte de la forestación y la reforestación permi-
tidas en el MDL, se incluyen: la ordenación mejorada de cultivos y pastizales o la dedicación de terrenos producti-
vos para su uso como pastizales permanentes o a las prácticas forestales mejoradas (http://www.v-c-s.org/afl.html,
en inglés).



rar la cantidad de agua mediante el aumento de la infiltración y el
uso más eficaz de este elemento. Los compradores típicos de estos
mercados son hidroeléctricas y redes municipales de abastecimiento
de agua. Los PSA en apoyo de la conservación de la biodiversidad tie-
nen el objetivo de aumentar las inversiones asignadas por las ONG y
el sector privado para una mejor gestión de las zonas protegidas o
para preservar las zonas no protegidas con una biodiversidad impor-
tante (como las explotaciones agrícolas con islas de vegetación
autóctona o en franjas ribereñas). Esta última categoría suele venir
acompañada de PSA para la conservación de la belleza paisajística
financiados con los ingresos del turismo. 
En teoría, los PSA son un instrumento que aporta a las inversiones
para la ordenación de recursos naturales, de forma voluntaria pero
contingente, una dimensión suplementaria basada en incentivos
dentro del marco de una base normativa apropiada. Los principios
fundamentales del diseño de los PSA, que distinguen este instru-
mento de otros mecanismos de ordenación de los recursos naturales
son los siguientes: (i) adicionalidad de las inversiones en programas
de PSA: los pagos o contribuciones en especie se dirigen solo a los
gestores de tierras capaces de proporcionar beneficios ambientales
adicionales con respecto a una base de referencia o a la situación
habitual; (ii) condicionalidad: los pagos solo se realizan tras verificar
debidamente la adopción y mantenimiento de las prácticas acorda-
das y (iii) la permanencia de las intervenciones, una condición espe-
cialmente importante cuando se trata de garantizar las funciones
ecosistémicas a largo plazo (Wunder, 2005; GEF, 2009). Dependien-
do del plan, los requisitos para el monitoreo, reporte y verificación
(MRV) de los resultados de estos tres indicadores pueden ser más o
menos rigurosos. Las normas de MRV son los principales determi-
nantes de los costos de transacción, uno de los obstáculos primor-
diales para la implementación de los PSA (FAO 2007a; Cacho y Lip-
per, 2005). Por ejemplo, el seguimiento de la mitigación podría rea-
lizarse mediante la toma de muestras de la zona en cuestión o el esta-
blecimiento de índices de provisión de servicios ambientales relacio-
nados con actividades específicas, incluido el seguimiento de la
implementación de la actividad o el control de la cubierta forestal
utilizando un sistema de teledetección. Cada una de estas opciones
tendrá un nivel de precisión y fiabilidad distinto, además de costos
diferentes (FAO 2007a; FAO 2009b; Wunder y Börner, en curso). 
Los proyectos de PSA pueden dividirse en dos categorías principales:
tierras cultivadas o tierras convertidas a otros usos (Zilberman et al.,
2009). En las primeras, el servicio ambiental se produce conjunta-
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mente con los productos agrícolas, mientras que en las segundas los
servicios ambientales sustituyen a la producción agraria. La adop-
ción de prácticas de gestión sostenible de la tierra en los sistemas
agrícolas y ganaderos es un ejemplo de la primera categoría, mien-
tras que la limitación de la expansión de las actividades agrícolas a
los terrenos forestales constituye un ejemplo de la segunda. 
La FAO afirma que, en los casos comprendidos en esta primera cate-
goría, los PSA podrían ser utilizados como medio para superar los
obstáculos a la adopción de prácticas agrícolas sostenibles que gene-
ren, a largo plazo, unos ingresos agrícolas superiores a los consegui-
dos con las prácticas actuales (FAO, 2007a). De este modo no seria
necesaria la continuación de los pagos para asegurar su permanen-
cia. Por ejemplo, en Perú, Quintero et al. (2009) estima que cambiar
el ciclo de pastos de maíz quemados por el café cultivado a la som-
bra duplicaría con creces los ingresos de los agricultores, a la vez que
se reduciría en un 18 por ciento la cantidad de sedimentos que ter-
minan en las fuentes de agua potable río abajo y se evitaría la defo-
restación. Aún así, los agricultores necesitarían inversiones iniciales
de capital por un valor de 268 USD/ha durante dos años; después
de este período el nuevo sistema sería más rentable que el anterior y,
asumiendo que el mercado del café continúe siendo viable, los agri-
cultores mantendrían el nuevo sistema agrícola, más rentable que el
anterior, sin necesidad de compensaciones adicionales. Las prácticas
de gestión sostenible no se adoptan debido a una serie de impedi-
mentos como la financiación y los problemas relacionados con los
derechos de propiedad, la acción colectiva, los precios desfavorables
de insumos y/o productos, la falta de información y las preocupa-
ciones por la gestión del riesgo (Giller et al., 2009; Pattanayak et al.,
2010; FAO, 2010a; FAO, 2009b; FAO, 2008b; FAO, 2007a; Graff-Zivin
y Lipper, 2008). El cambio de sistemas de producción incluye un
período de transición que puede extenderse durante varios años,
mientras que los ingresos pueden disminuir y los riesgos multiplicar-
se. La falta de financiación para respaldar estas transiciones y la ofer-
ta de un sistema de seguros de ingresos son, por lo tanto, uno de los
principales obstáculos para su adopción. Los programas de PSA
podrían ser diseñados para afrontar barreras específicas para su
adopción, como la prestación de capital de inversión, seguros, servi-
cios de extensión, entre otros.
En general la «productividad» de los servicios ambientales por hec-
tárea o por explotación agrícola familiar es baja en estos tipos de sis-
temas, sobre todo si se comparan con los programas de conversión
de tierras. Este hecho unido a los precios generalmente bajos que se
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pagan por los servicios ambientales se traduce en beneficios poco
sustanciales por el suministro de dichos servicios en las explotacio-
nes agrícolas (5). Esto sugiere que agrupar los beneficios obtenidos
por una gran cantidad de productores y usarlos para realizar inver-
siones de grupo destinadas a eliminar obstáculos para la adopción de
prácticas sostenibles, como la financiación de servicios de extensión
o la compra compartida de equipos y maquinaria, podría ser más
efectivo que realizar pagos individuales. Tanto si los pagos son colec-
tivos o individuales, la elaboración de proyectos de PSA con el fin de
aumentar y complementar otras inversiones de mayor envergadura a
favor del desarrollo agrícola sostenible también es importante para
mejorar la efectividad en este ámbito. 
Una de las principales características de los modos de vida de los
pequeños agricultores es la necesidad de flexibilidad en la gestión
del sistema productivo como respuesta a las variaciones del clima, los
mercados, el estado de salud o la composición de su familia (Banco
Mundial, 2008). Mantener la flexibilidad en el contexto de un pro-
grama de PSA puede ser todo un reto, especialmente en lo que se
refiere a los servicios que implican compromisos a largo plazo con
una determinada práctica del uso de la tierra, como es el caso de la
retención de carbono en el suelo. Conciliar la necesidad de las con-
diciones y la permanencia de los PSA con la flexibilidad de la gestión
de los recursos por parte de las familias de agricultores es uno de los
principales retos del diseño de estos programas. Un modo de supe-
rar este problema es desarrollar programas que reduzcan el riesgo de
incumplimiento mediante la diversificación de los tipos de partici-
pantes y de las actividades, además del establecimiento de «fondos o
cuentas de amortiguación» para garantizar la permanencia (6), dedi-
cando más tierra a una actividad específica como seguro ante incum-
plimientos o cambios de tendencia. Esta ampliación puede tener el
doble beneficio de dispersar el riesgo y reducir los costos fijos de
transacción, y por consiguiente puede ser importante para este tipo
de programas de PSA.
Para los programas de PSA que entran en la segunda categoría de
conversión de tierras, los potenciales proveedores de servicios
ambientales demandarán un pago perpetuo como resarcimiento por
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(5) En el contexto de los cuatro servicios ambientales principales con los que se hacen transacciones en los mer-
cados en la actualidad. Puede variar para la polinización, control de las plagas o mantenimiento de agrobiodiver-
sidad específica.

(6) Por ejemplo, el Voluntary Carbon Standard, una norma voluntaria relativa al mercado de carbono, nor-
malmente establece la retención de un porcentaje entre el 10 y el 60 por ciento de los créditos del carbono generados
por la actividad del proyecto aprobada. Estos créditos se depositan en la «AFOLU Pooled Buffer Account» (i.e., una
cuenta de recursos de amortiguación) para cubrir los riesgos de permanencia en las intervenciones.



los costos de oportunidad de las opciones de gestión anteriores, las
cuales reducirían la generación de servicios ambientales. En estos
casos existe normalmente un mayor nivel de prestación servicios
ambientales por productor o por hectárea y un menor costo de
monitoreo –pues existe la capacidad de usar datos referenciados geo-
espacialmente–, lo cual contribuye a aumentar los beneficios econó-
micos de la prestación de servicios ambientales. 

3. LA EXPERIENCIA CON LOS PROGRAMAS DE PSA EN LA AGRICULTURA

Recientes reseñas de la literatura sobre las experiencias de PSA des-
tacan cuatro características principales de este tipo de programas
que se están ejecutando en la actualidad: 1) la mayoría no se demues-
tra que aporten adicionalidad y carecen de mecanismos de selección
apropiados, 2) están diseñados con objetivos múltiples y 3) siguen
estando financiados en gran o total medida por el sector público
(Engel et al., 2008; FMAM, 2009; Stanton et al., 2010).
En la mayoría de los proyectos de PSA no se demuestra que apor-
ten adicionalidad. Generalmente los programas de PSA, al igual
que otras iniciativas para la conservación, no suelen considerar el
escenario contrafactual cuando evalúan los efectos, por lo cual es
difícil determinar si una cierta inversión ha sido realmente respon-
sable de las mejoras comprobadas (Ferraro y Pattanayak, 2006; Pat-
tanayak et al., 2010). Hay pocos datos sobre los efectos causados,
sobre todo en las inversiones en proyectos hídricos. El informe de
Porras et al. (2008) ejemplifica casos en los que los efectos de la ges-
tión de cuencas hidrográficas se basan en el seguimiento real, al
menos de la adopción de las prácticas encaminadas a suministrar
los beneficios hidrológicos esperados, aunque puntualiza que en
muchos casos la única información disponible está basada en las
percepciones locales. 
A pesar de esto, se están realizando progresos y existen ejemplos
prometedores. En Ecuador, Quintero et al. (2009) ha demostrado
que los PSA de hecho han apoyado mejoras rentables de la calidad
del agua con el precio implícito de la sedimentación evitada gracias
a los PSA con un coste de 3.1 USD/tonelada de sedimento. En
Perú, los autores mencionados han constatado que la disponibili-
dad de pago de los usuarios de agua potable cubriría la inversión
necesaria para pasar de un cultivo anual que causa degradación a
un cultivo de café de sombra de solo dos meses. En Francia, la
empresa embotelladora de agua mineral Vittel invirtió alrededor
de 978 EUR/ha al año durante los primeros siete años (el progra-
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ma está en marcha desde 1993) y los beneficios obtenidos equiva-
len a 1,52 EUR por m3 de agua embotellada (Perrot-Maître, 2006).
Considerando que cada botella de Vittel de 75 cl se vende por 1
euro, e incluso contabilizando los costos de producción y venta, los
beneficios de esta inversión son considerables, sobre todo si se con-
sidera que una hectárea de pastos bien gestionada suele producir
3000 m3 de agua mineral al año (INRA, 1997, citado en Perrot-Maî-
tre, 2006). La necesidad de preparar un «modelo comercial» para
justificar la inversión del sector privado como base para las iniciati-
vas de PSA del CARE-WWF en África Oriental (Lopa y Ellis-Jones,
2007) es un ejemplo del aumento de la atención prestada a la adi-
cionalidad. Además, se ha conseguido el compromiso de dos
importantes consumidores de agua (la empresa hídrica de Dar es
Salaam y la embotelladora de agua Coca-Cola) para comenzar con
las inversiones en gestión sostenible de tierras río arriba (Branca et
al., 2009).
Los programas de PSA carecen de mecanismos de selección efecti-
vos. A pesar de que la capacidad y los costos por la prestación de ser-
vicios ambientales varían mucho, la mayoría de los programas de
PSA no reflejan esta variabilidad en sus planes de pagos, en especial
cuando se trata de distintos costos de prestación. De hecho, una de
las principales recomendaciones de un reciente taller de la OCDE
con respecto a la relación coste-eficacia de los programas de PSA fue
realizar una mejor selección de los proveedores de tales servicios y
diferenciar varios niveles de pago mediante el uso de instrumentos
como las subastas inversas (OCDE, 2010). 
Las dificultades para asegurar la adicionalidad y realizar una selec-
ción adecuada también se deben a que los proyectos de PSA están
diseñados con objetivos múltiples. En particular muchos programas
de PSA combinan el objetivo de reducir la pobreza con objetivos
ambientales. Si bien algunos sostienen que los PSA no son un ins-
trumento de mitigación de la pobreza y que perderán su valor si
comprometen su eficiencia (Alix-Garcia et al., 2008; Wunder et al.,
2008), otros consideran que los PSA deberían incorporar otros obje-
tivos (Rosa et al., 2004; Swallow et al., 2007). Teniendo en cuenta que
la mayoría de los proyectos de PSA en realidad tienen financiación
pública (Stanton et al., 2010; Porras et al., 2008), su diseño y regla-
mento operativo ya incluyen una diversidad de objetivos (Pascual et
al., 2010) que comprometen de forma involuntaria la eficiencia del
proyecto ambiental a la hora de seleccionar a los participantes
(Muñoz-Piña et al., 2008; Wunder y Santiago 2010, Alix-Garcia et al.,
2008). Las tasas de pobreza se incluyen como criterio para seleccio-
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nar a los proveedores o se suaviza el tipo o las condiciones del pago
en detrimento de las condiciones impuestas en los casos en los que
la aplicación sería políticamente comprometida (Pattanayak et al.,
2010). 
En la medida en la que los programas de PSA están diseñados para
superar los obstáculos por falta de inversiones para la adopción de un
nuevo sistema que genere mayores beneficios económicos a largo
plazo, existe una justificación para seleccionar a agricultores pobres,
que son los que con más probabilidad entran dentro de esta catego-
ría, y la pérdida de eficiencia en este tipo de selección debería ser
relativamente baja. No obstante, existen pocos ejemplos de selección
de participantes por este motivo (el proyecto RISEMP (7) es uno de
ellos). En este punto surgen dudas sobre la equidad. Seleccionar solo
«malos» gestores de tierras para los pagos y excluir a aquellos que ya
han adoptado prácticas sostenibles no suele ser aceptable en las
comunidades rurales, aunque sea necesario para alcanzar una presta-
ción eficiente de servicios ambientales (FAO 2007a). Además, impo-
ner las condiciones en los casos en los que los pagos impliquen inver-
siones fijas no es realmente viable desde el punto de vista político ni
práctico. En última estancia, cuando los pobres no se encuentran en
la mejor posición para ofrecer servicios ambientales adicionales, com-
prometer los resultados ambientales usando la pobreza como princi-
pal criterio para la selección de participantes y reducir la contingen-
cia de los pagos puede ser una de las principales causas del bajo ren-
dimiento ambiental de los programas de PSA (FMAM, 2009). 
Encontrar el equilibrio entre la eficiencia y las preocupaciones por
una mayor equidad e imparcialidad es una cuestión fundamental
para la desarrollo de los PSA (Pascual et al., 2010), y debe ser clari-
ficada de forma explícita en el diseño de los mismos. Noordwijk y
Beria (2010) han afrontado esta cuestión definiendo 3 categorías
de PSA en las que el nivel de condicionalidad y eficiencia al selec-
cionar a los participantes varía desde planes a favor de los pobres a
planes basados en el mercado: desde (i) inversiones conjuntas en
prácticas de gestión de los recursos naturales que mejoren tanto la
productividad agrícola como la prestación de servicios ambienta-
les, pasando por (ii) la compensación de los costos de oportunidad
derivados de la restricciones impuestas por la ordenación de los
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(7) El RISEMP (proyecto de gestión ecosistémica con un enfoque regional silvopastoril integrado) se centró de
forma específica en rancheros pequeños y medianos y les proporcionó asistencia técnica e incentivos financieros para
apoyar la adopción de paquetes silvopastoriles diseñados para mejorar la sostenibilidad del sistema y suministrar ser-
vicios ambientales del carbono y la biodiversidad (Pagiola et al., 2004).



recursos naturales, hasta (iii) los pagos supeditados al nivel de la
provisión de los servicios ambientales (8) sin dar prioridad a los
requisitos a favor de los pobres.
La mayoría de los programas de PSA están financiados por el sector
público. Aunque la financiación pública de los programas de PSA no
es necesariamente un problema, la gran dependencia de los fondos
del sector público suscita alguna preocupación por la viabilidad a
largo plazo del apoyo al desarrollo agrícola sostenible. En primer
lugar, esto indica que los programas de PSA hasta ahora no han sido
capaces de atraer fondos adicionales del sector privado, lo cual cons-
tituye uno de los principales argumentos para que los PSA se con-
viertan en un nuevo instrumento que aumente las inversiones desti-
nadas a la ordenación de los recursos naturales. En segundo lugar, la
idea de vincular mejor la oferta y la demanda de servicios ambienta-
les a través de los programas de PSA puede perderse si la financia-
ción del sector público depende de los fondos generales sin contar
con mecanismos específicos que asignen parte de las tasas recauda-
das por el uso del agua o por los impuestos sobre el combustible. En
tercer lugar, los problemas relativos a la falta de sostenibilidad de los
fondos públicos a largo plazo constituye una preocupación, al igual
que la capacidad general del sector público en los países en desarro-
llo para apoyar tales programas.
El FMAM señala la falta de incentivos adecuados para involucrar al
sector privado en las inversiones iniciales realizadas por los usuarios
de las tierras (FMAM, 2007). El Banco Mundial alberga grandes
expectativas sobre la capacidad de los PSA de atraer fondos privados
adicionales sin depender del gobierno o los donantes y asegurando
la eficiencia, ya que los compradores solo contribuirán si los benefi-
cios que obtienen superan sus inversiones (Banco Mundial, 2008). A
pesar de la multiplicación de estas iniciativas, pocos programas han
sido capaces de asegurar el compromiso de los beneficiarios directos
de la prestación de servicios ambientales mejorados (Porras et al.,
2008). La capacidad de los PSA de recaudar fondos adicionales y sos-
tenibles de los usuarios de SA sigue siendo escasa y la mayoría de los
proyectos sigue dependiendo de la reasignación de fondos guberna-
mentales (Porras et al., 2008, Stanton et al., 2010). 
Incluso los programas más veteranos dependen aún en gran medida
de la financiación de los donantes para sufragar sus pagos a los pro-
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(8) Por ejemplo, en la iniciativa Rivercare dirigida por ICRAF en la que los pagos a los proveedores de servicios
ambientales están supeditados a la reducción de los sedimentos, entre las sanciones se incluye la posibilidad de revo-
car la titularidad del contrato, (Suyanto, 2007, Widodo et al., 2006).



veedores de servicios ambientales. Dos de los programas más avanza-
dos de PSA en Costa Rica (desde 1997) y en México (desde 2003)
siguen basándose en los préstamos del Banco Mundial para cumplir
con los pagos a los proveedores de servicios. En la primera fase del
proyecto Ecomercados de Costa Rica (2001-2005) 14 millones USD
de los 32 millones totales del préstamo del Banco Mundial fueron
asignados para el componente de «contratos de SA programados»
(FMAM, 2000). Ecomercados II (2006-2012) asignó la totalidad del
préstamo de 30 millones de USD al saldo de los pagos con contratos
con los propietarios de las tierras para proporcionar servicios ambien-
tales (componente del proyecto 2D), a pesar de que esta cantidad fue
igualada por los fondos nacionales (FMAM, 2005). De igual modo, en
el proyecto de apoyo al desarrollo del proyecto nacional mexicano de
PSA, el préstamo del Banco Mundial se utilizó para sufragar el pago
de los compromisos del Proyecto de Servicios Ambientales 2006-2011
(componente del proyecto VI), alcanzando un total de 149 millones
de USD. En este caso la otra mitad también fue financiada con fon-
dos públicos (41 millones de USD) y contribuciones realizadas por
los consumidores de agua (33 millones de USD) (FMAM, 2006). 
Este análisis señala el dilema de la conveniencia o no de continuar
con los PSA para apoyar el desarrollo agrícola sostenible, y de qué
manera hacerlo. La experiencia con este instrumento nos muestra
que la falta de eficiencia es un gran problema tanto en la propia pres-
tación de los servicios ambientales como en la atracción de financia-
ción complementaria de carácter sostenible. También se ha indicado
que los programas de PSA suelen incluir las preocupaciones por
reducir la pobreza, lo cual puede disminuir la eficiencia de la pres-
tación de servicios ambientales (Pascual et al., 2010). Al mismo tiem-
po, aunque no son claros los efectos de los PSA en el fomento de la
adopción de sistemas agrícolas sostenibles, es probable que no sean
de gran importancia debido a su uso limitado para cambiar los siste-
mas de producción agrícola. Las sugerencias para mejorar los resul-
tados de los programas de PSA se centran en mejorar la selección de
los participantes diferenciando los pagos y las condiciones de los mis-
mos, pero estas sugerencias pretenden mejorar la eficiencia de la
provisión de servicios ambientales, y no mejorar la efectividad poten-
cial de los PSA para apoyar el desarrollo agrícola sostenible. 
Aunque las anteriores sugerencias se solapan, no coinciden en lo que
se refiere al fomento de la adopción de practicas agrícolas sostenibles
por parte de los pequeños agricultores. En este sentido, uno de los obs-
táculos principales para alcanzar el máximo potencial de los PSA es la
necesidad de ampliar los programas con el fin de reducir los altos cos-
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tes de negociación y MRV por unidad de servicio y permitir la creación
de suficientes servicios ambientales que actúen como «cuentas amor-
tiguadoras» garantizando la flexibilidad necesaria para los participan-
tes. Por otra parte, la tensión entre la adicionalidad y la equidad supo-
ne también una barrera. La adicionalidad es necesaria para garantizar
la eficiencia ambiental de los servicios ambientales prestados y la equi-
dad constituye una importante preocupación cuando solo se conce-
den pagos a quienes realizan prácticas de gestión no sostenibles, exclu-
yendo a los que ya han adoptado prácticas sostenibles.
La combinación de estos factores indica que predisponer los PSA para
que apoyen el desarrollo agrícola sostenible requiere el estableci-
miento de fuertes vínculos con las iniciativas de desarrollo agrícola y la
financiación del sector público, al menos en las fases iniciales. Sin
embargo, sí que sería posible asegurarse la participación y financia-
ción del sector público en estos programas, si la participación se plan-
tease como un proceso de preparación, es decir como un proceso
necesario para crear las condiciones que faciliten la participación pri-
vada, análogo al de «REDD readiness». Este tipo de enfoque puede ser
muy efectivo cuando el proceso de preparación conlleva en gran medi-
da el mismo fortalecimiento institucional necesario para el desarrollo
agrícola sostenible, como por ejemplo la clarificación de los derechos
de propiedad, la mejora de los servicios de extensión, la facilitación de
las redes de la comunidad y la organización de los agricultores para la
gestión colectiva de los recursos o la comercialización. 
La experiencia de REDD nos está enseñando mucho sobre el proce-
so de preparación, el cual incluye la difícil tarea de crear los entor-
nos técnicos e institucionales necesarios para los programas de pagos
a favor de la reducción de emisiones relacionadas con la deforesta-
ción y la degradación, siendo el proceso tan importante como los
resultados. En particular, el proceso de preparación para reducir los
costos y aumentar la capacidad de ampliación y reproducción de los
programas, la estimulación del desarrollo de un entorno normativo
general favorable, la garantía de la equidad y los numerosos benefi-
cios y la creación de las condiciones para el desarrollo de determi-
nados proyectos con apoyo del sector público, son beneficios esen-
ciales que pueden obtenerse aplicando un estrategia de este tipo.

4. CÓMO APROVECHAR EL POTENCIAL DE LOS PSA PARA LA ADRS: 
PREPARAR Y ASEGURAR LA PARTICIPACIÓN DEL SECTOR PRIVADO

Nuestro análisis indica tres importantes áreas en las que la inversión
del sector público podría mejorar la capacidad de los programas de
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PSA para apoyar el desarrollo agrícola disponible: 1) reducir los cos-
tos de transacción y facilitar la reproducción, 2) crear un entorno
normativo favorable y 3) garantizar la equidad y el aprovechamiento
de múltiples beneficios. El siguiente apartado proporciona más aná-
lisis del papel de los sectores público y privado para la consecución
de estos objetivos. Es importante señalar que la capacidad y conve-
niencia de alcanzar un enfoque público-privado conjunto de los pro-
gramas de PSA a favor del desarrollo agrícola sostenible variará con-
siderablemente dependiendo de circunstancias específicas. Aspectos
importantes a considerar son los costos y beneficios de la prestación
de servicios ambientales en los sistemas de producción agrícola, el
desarrollo y el entorno institucional general del país, la demanda
potencial de servicios ambientales y el grado de dependencia de la
prestación de servicios a un determinado lugar (como los beneficios
de las cuencas hidrográficas o la conservación de la biodiversidad),
en contraposición con otros con una base de prestación más amplia
como la fijación del carbono o la reducción de las emisiones.

4.1. Reducción de los costos de transacción y fomento de la reproducción

Las iniciativas públicas para proporcionar un marco específico para
la inversión del sector privado en los programas de PSA pueden con-
tribuir a reducir los costes iniciales del proyecto, eliminar uno de las
principales obstáculos para su reproducción a mayor escala (FMAM,
2009; Wunder et al., 2008) y disminuir los riesgos del sector privado
valiéndose de la experiencia y el fortalecimiento institucional alcan-
zado durante las primeras fases (Stanton et al., 2010). Éstas podrían
reducir los costes de diseño y aplicación de futuros proyectos de PSA
mediante el desarrollo de metodologías, datos y experiencias, evi-
tando así la duplicación de las inversiones en tareas técnicas, de
investigación y de gestión (Porras et al., 2006), y utilizando los cana-
les gubernamentales existentes para la agrupación e inversión en
materia de capacitación. Los gobiernos pueden hacer llegar la asis-
tencia técnica para la tecnologías de ordenación del territorio a
zonas específicas, desarrollar normativas para la contratación e inver-
tir en la capacitación de las comunidades de modo que éstas alcan-
cen un mejor entendimiento de su propia provisión y uso de servi-
cios ambientales, contribuyan a la elaboración de los programas y
negocien los pagos y los contratos. Un ejemplo de este tipo de pro-
ceso de preparación procede de Kenya, dónde dos proyectos de PSA
financiados por el Fondo Internacional para el Desarrollo Agrícola
(FIDA), el Programa de Pagos por Servicios Ambientales a favor de
los Pobres en África (Programme Pro-poor Rewards for Environ-
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mental Services in Africa, PRESA, en inglés) y el Programa de Cré-
ditos de Agua Verde (Green Water Credits programme, GWC, en
inglés) han establecido una base científica para la inversión en la
ordenación de cuencas hidrográficas usando las técnicas agrofores-
tales y de gestión de agua verde, facilitando el diálogo sobre políticas
para una mejor gestión del agua y de las tierras y una mayor partici-
pación de los usuarios del agua en la gestión de las cuencas hidro-
gráficas. En la actualidad la estrategia para incorporar su trabajo en
las políticas gubernamentales y conseguir que se reproduzcan se cen-
tra en el desarrollo de un paquete técnico realizado conjuntamente
con el Instituto Kenyano de Investigación Agrícola (Kenyan Agricul-
ture Research Institute, KARI, en inglés), como anexo del manual
que la Autoridad Gestora de los Recursos Hídricos (Water Resources
Management Agency, WRMA, en inglés) utiliza para ayudar a las aso-
ciaciones de usuarios de estos recursos a desarrollar sus planes de
ordenación de subcuencas hidrográficas. Hasta ahora el paquete
incluye solo asesoramiento técnico sobre las diferentes opciones
para la gestión de las franjas ribereñas de los principales canales flu-
viales y no involucra a los campesinos de las parte superiores de las
subcuencas. 
Los costos de MRV podrían reducirse con el uso de estructuras
gubernamentales que unifiquen la información de los proveedores
partiendo de los proyectos de ordenación del territorio y los recur-
sos que estén recopilando la información necesaria (Lipper et al.,
2010). Las economías de escala alcanzables pueden justificar la inver-
sión en protocolos basados en actividades que faciliten la reproduc-
ción de los programas para la mejora de cuencas hidrográficas, de
mitigación del cambio climático o conservación de la biodiversidad.
Por ejemplo, la Bolsa del Clima de Chicago está realizando transac-
ciones con carbono proveniente de la labranza de conservación, de
plantación y gestión de pastizales, empleando una metodología sim-
plificada que asigna beneficios de carbono según los tipos de suelo y
las amplias opciones de gestión de la tierra. La cantidad de benefi-
cios de carbono producidos se calcula usando protocolos basados en
la investigación realizada por el departamento de agricultura de
EE.UU. (USDA) (9). De igual modo, el sistema de contrapartida de
Alberta en Canadá ha construido sus protocolos según el consenso
alcanzado por destacados científicos (de institutos de investigación y
del gobierno) y al principio con el apoyo y la aprobación del gobier-
no de Alberta. Ambos proyectos permiten la agrupación de créditos
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del carbono provenientes de grandes extensiones dentro de las
regiones seleccionadas. Sin embargo, ambos se basan en un conjun-
to existente de investigaciones y datos relacionados con la agroeco-
logía y los sistemas de producción de la zona y por lo tanto inspiran
una mayor confianza en la prestación de los servicios ambientales
mediante el uso de tales protocolos. Por su parte, la mayoría de los
países en desarrollo carecen de datos e investigaciones relacionadas
con la producción agrícola y los resultados ambientales, lo cual supo-
ne uno de los principales impedimentos para el establecimiento de
protocolos de monitoreo de costo relativamente bajo. El sector públi-
co, incluida la investigación agrícola nacional y los servicios de exten-
sión, podría desempeñar un papel importante para paliar esta defi-
ciencia, aunque dados los limitados recursos públicos de los países
en desarrollo para realizar estas actividades, sería importante dar
prioridad al trabajo basado en los beneficios potenciales de los ser-
vicios ambientales de distintos sistemas agrícolas y agroecologías. La
vinculación con iniciativas de investigación internacionales como las
actividades apoyadas por los programas del FMAM o del Grupo Con-
sultivo sobre Investigaciones Agrícolas Internacionales (CGIAR)
podría constituir otro método para afrontar esta deficiencia.
Por último, facilitar el «aprendizaje práctico» fomentando el desa-
rrollo de proyectos concretos también puede estimular la inversión
local en procesos participativos y soluciones negociadas (Wunder, S.
y Santiago, C., 2010). Asimismo, la aplicación de las enseñanzas
extraídas de este tipo de experiencias en modelos de reproducción a
mayor escala puede convertirse en un importante aliado para redu-
cir los costos de transacción.

4.2. Fomento del desarrollo de un entorno normativo favorable

Los programas de PSA no pueden alcanzar su potencial de apoyar al
desarrollo agrícola sostenible sin un entorno normativo público
favorable. Afortunadamente existe un alto grado de solapamiento
entre las políticas que apoyan la agricultura y el desarrollo rural sos-
tenibles y las que permiten la creación de los PSA. Por ejemplo, es
necesario clarificar los derechos formales e informales sobre bienes
como la tierra y el agua que prestan los servicios ambientales, de
modo que se puedan proporcionar los incentivos que aseguren las
inversiones necesarias. Stanton et al. (2010) señalan que la regula-
ción puede convertirse en un importante motor para el desarrollo
de los mercados, la fijación de precios y el uso de programas de
pagos gubernamentales ya existentes para el desarrollo y la evalua-
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ción de los resultados de la conversión de las tierras. Estos autores
citan como ejemplos la Ley Agraria de EE.UU. (US Farm Bill) y los
programas de subvenciones de China. Otro elemento fundamental
para un entorno normativo favorable es evitar incentivos perjudicia-
les como los subsidios de fertilizantes y plaguicidas que fomentan el
uso desmesurado de los mismos (CDB, 2010).
Igualmente, la combinación de instituciones, incluidas las ONG y
organizaciones públicas y privadas, también permite un refuerzo
mutuo que favorece «la resiliencia y los controles del sistema que en
última instancia pueden hacer los programas más efectivos y sosteni-
bles» (Berkes, 2007 citado en Clements, 2010). En algunos casos
puede incluso llenar el vacío institucional dejado por la presencia
limitada del gobierno en una región y demostrar la capacidad de los
PSA de complementar las deficiencias de los sistemas de aplicación
existentes (Sommerville, 2009). Además, las asociaciones pueden esti-
mular y complementar la recopilación de datos básicos de carácter
social y medioambiental que normalmente no aparecen en las esta-
dísticas nacionales, tales como la carga de sedimentos o los costos de
tratamiento del agua en contraposición con los efectos para la salud.
Los programas de PSA podrían aumentar la efectividad de las políti-
cas y la legislación públicas de ordenación del territorio contribuyen-
do a sufragar los costos de oportunidad derivados de su cumplimien-
to. Aunque pueda parecer que esta noción sea incompatible con el
requisito de adicionalidad, los requisitos normativos que se solapan
pueden convertirse en una carga aplastante para los propietarios de
las tierras y los PSA pueden ayudar a soportar. En el término munici-
pal de Extrema, Brasil, varias leyes ambientales se solapan y afectan a
terrenos de sustancial tamaño, lo cual, sin una asistencia técnica espe-
cífica, equivaldría a la desmantelación de explotaciones agrícolas
enteras. Con la contribución financiera de los usuarios finales de estas
zonas de protección ambiental (en la actualidad financiadas por
donantes pero en el futuro serán sufragadas por los usuarios de agua
de la ciudad de São Paulo), los usuarios de las tierras han recibido
asistencia técnica para adaptar sus explotaciones a los requisitos nor-
mativos con una pérdida mínima de tierras, y han sido compensados
por la pérdida residual de terrenos de pasto (Revista Saneas, 2008). 

4.3. Creación de programas equitativos con beneficios múltiples sin comprometer
la adicionalidad

Con el fin de asegurar la equidad sin perjudicar la provisión de servi-
cios ambientales y de gestionar el riesgo de fugas, se podría diseñar un
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proceso de preparación de PSA con apoyo público permitiendo la invo-
lucración de un mayor grupo de participantes en el proyecto, aunque
por distintas razones. Una opción es el establecimiento de una serie de
niveles y formas de pago según las cuales ciertos pagos se realizan por
razones sociales y cuentan con una contingencia menor, mientras otros
pagos más sustanciosos están sujetos a requisitos más estrictos. La expe-
riencia con los incipientes proyectos de PSA en Asia y África (10) ha
demostrado que para asegurar la existencia a largo plazo de los PSA es
fundamental insistir en la creación de un sentido de igualdad en las
comunidades en las que se realizan estas iniciativas. Pagar solo a los
agricultores de las zonas con prioridad ambiental excluyendo al resto
puede poner en peligro la viabilidad de los proyectos. Un proceso pro-
gresivo de solapamiento de pagos privados en proyectos agrícolas con
financiación pública es una posible solución para acallar las preocupa-
ciones por la equidad y la eficiencia.
Al mismo tiempo, en muchos casos, las iniciativas de desarrollo agríco-
la (incluyendo los proyectos destinados a apoyar la gestión comunitaria
de los recursos naturales) conlleva la recopilación de información bási-
ca, consultas a la comunidad, creación de redes y acciones colectivas, así
como la prestación de servicios u otros tipos de compensaciones para
los miembros de la comunidad que adopten prácticas de agricultura
sostenible que generen beneficios privados y externalidades ambienta-
les positivas. En la actualidad, se ha conseguido desarrollar poco el
potencial de los componentes de los PSA en estos proyectos aunque,
como se mencionó anteriormente, los organismos de financiación han
expresado un interés considerable en conseguir este objetivo. La inclu-
sión de forma explícita del futuro desarrollo potencial de un compo-
nente de los PSA financiado con capital privado en las fases iniciales de
la aplicación del proyecto público podría reducir los costes relaciona-
dos con el desarrollo de los PSA insciribiéndolos directamente en el
diseño del proyecto en curso y en las actividades de implementación.
Además, también abordaría la cuestión de la equidad proporcionando
algunas actividades para coordinar con los objetivos de reducción de la
pobreza, las cuales se solaparían con actividades adicionales basadas en
los criterios de eficiencia ambiental. Si procede, una mayor recauda-
ción de fondos permitiría a los proyectos operar a mayor escala y supe-
rar los posibles efectos del umbral biofísico (11) y dejar espacio para
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que el sector privado se centre en las áreas prioritarias con normas de
participación (aunque ésta sea voluntaria) más estrictas y una mayor
contingencia de pago. 
Una de las principales recomendaciones para mejorar la eficiencia
ambiental de los instrumentos de los PSA consiste en integrar la dife-
renciación espacial en los mecanismos de selección para permitir la
mayor prestación de servicios ambientales, el mayor riesgo de pérdi-
da/adicionalidad de los mismos y menores costos de adopción de las
prácticas correspondientes (Wünscher et al., 2008). Este tipo de plan
de selección podría aplicarse a un plan ya existente con financiación
pública complementado con la participación del sector público. Éste
es el caso del programa nacional de PSA de Costa Rica en el que las
empresas hidrológicas contribuyen al plan nacional a cambio de la
asignación de contratos de PSA a los agricultores en sus áreas de acti-
vidad (12). En el proyecto nacional de Sudáfrica Trabajando para el
Agua (Working for Water programme, en inglés), algunas autorida-
des locales han asignado cantidades adicionales a las tarifas recibidas
por el uso y protección del agua, con la intención específica de apo-
yar los esfuerzos del programa destinados a la eliminación de plantas
invasivas de sus subcuencas hidrográficas (13). No obstante, incluso
en el marco de este tipo de acuerdos pueden surgir problemas para
avanzar en pos de un plan de selección más eficiente para los PSA.
Blackman y Woodward (2010) ponen en cuestión hasta qué punto ha
contribuido el sector público en el plan de PSA de Costa Rica para el
aumento de la eficiencia, ya que se evidenció que las relaciones den-
tro de la comunidad fueron una motivación fundamental para la par-
ticipación, tanto como la propia prestación de servicios ambientales.
En estos casos una eventual financiación adicional por parte del sec-
tor privado puede favorecer la aportación de fondos gubernamenta-
les para la inversión en otras iniciativas públicas de desarrollo rural.
Por ejemplo, en una reciente evaluación de la FAO sobre la viabili-
dad de los PSA en Bután (FAO, 2010b) se expone que el apoyo del
gobierno a la protección de los bosques y a la reforestación supone
un tercio del presupuesto asignado al Ministerio de Agricultura
entre 2008 y 2013, o alrededor de mil millones de BTN (unos
22 millones de USD). La actividad de gestión específica de cuencas
hidrográficas se centra en la plantación y asigna la mitad de sus fon-
dos a este menester (GNHC, 2009). Si una mayor parte de la res-
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ponsabilidad de inversión se trasladase a las empresas que se benefi-
cian directamente de la protección forestal, como el sector hidroe-
léctrico, se podría contar con fondos públicos adicionales para acti-
vidades que mejoren de forma más directa los medios de vida rura-
les. Actividades como la diversificación de los cultivos, la mejora del
ganado y la gestión sostenible de la tierra capaces de frenar la degra-
dación del suelo, mejorar la productividad agrícola, la seguridad ali-
mentaria y la nutrición, y aumentar la resiliencia al cambio climáti-
co, sectores en los que las inversiones son aún limitadas. La recauda-
ción de más fondos permitirá también que los programas guberna-
mentales ya existentes inviertan en más actividades complementarias
como la elaboración de alternativas fuera de las explotaciones agrí-
colas que reduzcan la presión ejercida sobre los recursos (Wilkes et
al., 2010), mejorando los servicios de extensión para una mejor ges-
tión de los recursos naturales y ampliando el acceso al crédito, cuya
carencia impide a los agricultores la adopción de forma privada de
prácticas rentables. Todas estas actividades mencionadas refuerzan la
provisión de servicios ambientales.

5. CONCLUSIONES

Los PSA son solo uno de los muchos y diversos instrumentos que
pueden tanto complementar como favorecer un entorno normativo
propicio para la agricultura y el desarrollo rural sostenibles pero no
pueden reemplazarlo. En la actualidad el papel de los programas de
PSA a favor de la adopción de sistemas de producción agrícola sos-
tenible es bastante limitado. En el presente artículo afirmamos que
la participación del sector público será necesaria para establecer este
vínculo a través de la creación de un entorno normativo e institucio-
nal que facilite unos costos de transacción bajos y la capacidad de
reproducción, además de las condiciones favorables para las inver-
siones. Señalamos que hay un considerable solapamiento entre las
políticas e instituciones necesarias para la agricultura y el desarrollo
rural sostenibles y aquellas que establecen las condiciones básicas de
los PSA. La introducción de un proceso de «readiness» en las activi-
dades actuales de desarrollo agrícola con el fin de captar el potencial
futuro de acceder a los fondos del sector privado para financiar las
externalidades ambientales positivas podría no solo abrir la puerta a
futuros planes de financiación adicional, sino que también podría
estimular el desarrollo de una marco normativo e institucional más
amplio en apoyo del desarrollo agrícola sostenible. Abordar las cues-
tiones principales que hasta ahora han limitado la participación del
sector privado en los programas de PSA será fundamental. Una com-
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prensión profunda de las interacciones entre agricultura y medio
ambiente y la selección de los principales sistemas de producción y
las ubicaciones para las intervenciones ayudarán a crear buenos
modelos de negocio en los que invertir. Además, la elaboración de
protocolos de MRV de bajo costo que puedan reproducirse y su com-
plementación con el apoyo del sector público para superar las cues-
tiones de la flexibilidad, equidad e imparcialidad podrían generar
beneficios tanto al sector público como al privado. Lógicamente, la
naturaleza y el alcance de un proceso «de preparación» adecuado
variará dependiendo del país y su ubicación, de su capacidad y de los
costos de la prestación de servicios ambientales a partir de sistemas
de producción agrícola. No obstante, queda claro que la participa-
ción de las instituciones agrícolas del sector público es fundamental
en este proceso. 
Por otra parte, un proceso de preparación relativamente amplio
puede estar justificado en los casos en los que exista el potencial de
generar un valor significativo a partir de una prestación de servicios
ambientales asociados a la adopción de prácticas agrícolas sosteni-
bles. Esto incluirá no solo el establecimiento de un entorno norma-
tivo y regulador adecuado sino también el desarrollo de la informa-
ción y las instituciones para establecer las bases de referencia y gene-
rar las economías de escala para reducir el diseño del proyecto, los
costos de negociación y de MRV, además de sufragar los costos de
inversión en beneficios conjuntos y permitir una selección ambien-
tal mayor. Incluso en los casos en los que la posibilidad de reprodu-
cir los programas de PSA sea limitada, un proceso de preparación
organizado de forma local y vinculado con las políticas a nivel nacio-
nal y los desarrollos institucionales podría ser un modo efectivo de
atraer el apoyo del sector privado cuando proceda. En cualquier
caso, la intervención de potenciales compradores del sector privado
en el proceso de preparación será importante a la hora de asegurar
su participación posterior. Como también concluye Engel et al
(2008), en lugar de ver los PSA como financiados únicamente de
forma privada o pública, la cuestión mas pertinente es encontrar la
mejor combinación de estas dos financiaciones, las cuales se refuer-
zan mutuamente, en un doble enfoque. 
Con la adopción del enfoque de preparación en los programas de
PSA se evita que la novedad intrínseca del paradigma de los PSA
quede totalmente diluida en las políticas públicas habituales de orde-
nación de los recursos naturales, como señalan Muradian et al.
(2010: 1205) cuando afirman que «los PSA, al menos en los países en
desarrollo, deberían considerarse explícitamente como parte de una
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cartera de programas y proyectos de desarrollo rural, y no como un
instrumento económico usado exclusivamente para garantizar la
protección ambiental del modo más eficiente» y realmente favorecer
«los marcos institucionales a nivel local y regional que pueden hacer
frente a la complejidad y diversidad e integrar los PSA dentro de los
regímenes existentes de desarrollo rural y otros instrumentos nor-
mativos para la protección del medio ambiente». Si se pretende que
estos programas puedan atraer fondos privados y diferenciarse de las
meras intervenciones públicas, sus requisitos de eficiencia y efectivi-
dad deberán ser más estrictos y se evitará disolverlos en las iniciativas
ordinarias y de breve duración financiadas con fondos públicos.
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RESUMEN

Pagos por servicios ambientales: ¿qué papel ocupan en el desarrollo agrícola sostenible?

Los Pagos por Servicios Ambientales (PSA) son uno de los muchos y diversos instrumentos
que pueden complementar y favorecer un entorno normativo propicio para la agricultura
y el desarrollo rural sostenibles (ADRS). En la actualidad el papel de los programas de PSA
a favor de la ADRS es bastante limitado. Recientes reseñas de literatura sobre las experien-
cias de los PSA destacan cuatro características principales de este tipo de programas que se
están ejecutando en la actualidad: 1) la mayoría no demuestra adicionalidad y carecen de
mecanismos de selección apropiados; 2) están diseñados con objetivos múltiples; y 3) siguen
estando financiados en gran o total medida por el sector público. En el presente artículo
argumentamos que un proceso de preparación de programas de PSA liderado por el sector
público que incluya asociaciones con el sector privado es fundamental para materializar el
potencial de este instrumento normativo a favor de la ADRS. Nuestro análisis indica tres
importantes áreas en las que la inversión del sector público podría mejorar la capacidad de
los programas de PSA para apoyar el desarrollo agrícola disponible: 1) Reducción de los
costos de transacción y reproducción; 2) creación de un entorno normativo favorable; y 3)
garantía de la equidad y aprovechamiento de múltiples beneficios. Aunque el potencial de
cambio dentro de los sistemas de producción agrícola para generar servicios ambientales es
considerable, la obtención de los beneficios de los programas de PSA requiere, casi siem-
pre, que éstos sean implementados por un gran número de productores y en grandes super-
ficies a fin de alcanzar economías de escala en los costos de transacción y la gestión del ries-
go. Al mismo tiempo deben ser diseñados para favorecer la flexibilidad que exigen los
modos de vida de las comunidades rurales.

PALABRAS CLAVE: Pagos por Servicios Ambientales, agricultura, desarrollo rural, econo-
mía de escala, equidad.

SUMMARY

Payment for Environmental Services: What role do they play in sustainable agricultural
development?

PES is but one of many different instruments that can complement and stimulate an
enabling policy environment for sustainable agricultural and rural development (SARD).
Currently the role of PES programs in supporting SARD is quite limited. Recent surveys of
the literature documenting PES experiences highlight four main features of such programs
as they are currently being implemented: 1) most do not demonstrate additionality and suf-
fer from a lack of appropriate targeting 2) most are designed with multiple objectives and
3) remain primarily or entirely funded by the public sector. In this paper, we argue that a
public sector driven process of building PES program readiness that includes building part-
nerships with the private sector is key to realizing the potential of this policy instrument to
support SARD. Our analysis indicates three important areas where public sector involve-
ment could improve the capacity of PES programmes to support sustainable agricultural
development: 1) Reducing transactions costs and fostering replication, 2) providing an
enabling policy environment and 3) ensuring equity and capturing multiple benefits.
While there is considerable potential for changes within agricultural production systems to
generate environmental services, to realize their benefits PES programs will in many cases
need to be implemented over large numbers of producers and areas to realize economies
of scale in transactions costs and risk management. At the same time they must be designed
to support flexibility required in livelihoods and equity issues in rural communities. 

KEYWORDS: Payment for Environmental Services, agriculture, rural development, scale
economics, equity.
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